SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°07
RADICACIÓN:66001310900420150017701 
ACCIONANTE: GLORIA INÉS ZABALA GIL 
CONFIRMA IMPROCEDENCIA


REEMBOLSO DE GASTOS DE TRANSPORTE/ Requisitos para que de forma excepcional proceda la tutela para reclamar las sumas de dinero invertidas en traslados para asistir a citas médicas 

“(…) de la situación puesta de presente por la accionante no se deducen los presupuestos básicos necesarios para que de manera excepcional pueda concederse su pretensión de reembolso, puesto que: (i) no se probó que la accionante en efecto no contara con los recursos económicos para asumir el costo de traslado a la ciudad de Cali, y que con fundamento en ello previo a la fecha de la cita haya solicitado a la entidad la suma correspondiente, y ésta en forma negligente se haya negado a suministrarla; (ii) aunque la actora asegura que lo que recibe como mesada pensional es muy poco, no se aducen argumentos válidos de los que pueda deducirse que por la falta del dinero no reembolsado se afecta el mínimo vital del núcleo familiar, máxime cuando el pago se hizo hace más de ocho meses; y (iii) la reclamación realizada por la actora ante Cosmitet se encuentra en trámite de pago según informó el apoderado de esa IPS.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-091 de 2011 y T-206 de 2013 
                     REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                 PEREIRA-RISARALDA 
                                     RAMA JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, once (11) de febrero de dos mil dieciséis (2016)

                                                                    Acta de Aprobación No 103
                                                   Hora: 4:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la ciudadana GLORIA INÉS ZABALA GIL, frente al fallo proferido por la Juez Cuarta Penal del Circuito de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela instaurada por ella contra el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Cosmitet Ltda.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la señora ZABALA GIL se puede concretar así: (i) es pensionada por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, administrado por la Fiduciaria La Previsora S.A., y la entidad encargada de prestarle los servicios de salud es Cosmitet Ltda; (ii) debido a las afecciones de salud que presenta en mayo 28 de 2015 viajó a la ciudad de Cali a consulta en el Instituto Ocular de Occidente, y en el traslado gastó la suma de $120.000; (iii) en junio 02 de 2015 presentó solicitud de reembolso con los respectivos soportes ante la citada IPS, petición que no fue resuelta dentro del término legal; y (iv) ante la falta de respuesta de Cosmitet, en octubre 22 de 2015 elevó igual requerimiento ante la Fiduciaria la Previsora S.A., entidad que tampoco se pronunció sobre el asunto dentro del plazo establecido.  
Con fundamento en lo anterior, considera quebrantado su derecho fundamental de petición, cuyo amparo solicita; y, en consecuencia, se ordene a las accionadas que dentro del término de 48 horas den respuesta de fondo a su petición. 
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Admitida la demanda de tutela, la juez de primer nivel corrió traslado de la misma a las accionadas, y vinculó a la Fiduciaria La Previsora S.A.
Al respecto únicamente se pronunció Cosmitet, por intermedio de apoderado, el cual indicó que la entidad que representa es la IPS contratada mediante licitación para prestar los servicios de salud correspondientes al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.
Asegura que el caso de reembolso puesto de presente en la demanda se encuentra radicado y en trámite de pago, de conformidad con los recursos económicos que consigne la Fiduprevisora S.A.; por tanto, con ese proceder no se ha incurrido en la vulneración de derechos fundamentales.

Indica que la acción de tutela es improcedente para solicitar el pago o reembolso de sumas de dinero, toda vez que se tiene otros medios judiciales ordinarios para ello.
Solicita exonerar de responsabilidad a Cosmitet debido a que su actuación ha sido acorde con el procedimiento establecido para tramitar la solicitud invocada.
3.2.- Una vez agotado el procedimiento a seguir y en el término constitucional, el Juzgado de instancia decidió amparar el derecho fundamental de petición de la señora GLORIA INÉS; por tanto, ordenó al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, que si aún no lo ha hecho, dentro del término de 48 horas siguientes a la notificación del fallo resolviera de fondo la solicitud presentada por ella en octubre 23 de 2015.

4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno, la accionante presentó escrito en el que manifiesta su inconformidad con el fallo, y al efecto expuso:

Debe reconsiderarse lo atinente al reembolso del dinero, por cuanto esa omisión afecta su situación económica, ya que lo que recibe como mesada pensional es muy poco, y de ahí debe sacar en muchas ocasiones los viáticos para desplazarse a la ciudad de Cali. 

De acuerdo con el manual del usuario del magisterio los reembolsos deben hacerse dentro del término de 15 días hábiles. 

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde a la Colegiatura evaluar el grado de acierto o desacierto que contiene la providencia dictada por la juez de primera instancia, y de acuerdo con la impugnación presentada establecer si es procedente ordenar el reembolso de dinero solicitado por la accionante.

5.2.- Solución a la controversia
El motivo de la apelación interpuesta se hace consistir en que por parte del juzgado de primer nivel no se ordenó el reembolso de la suma reclamada por la accionante ante el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, por concepto de gastos de traslado a la ciudad de Cali para asistir a una cita médica.

Al respecto debe decir la Colegiatura que una vez revisado el escrito de tutela no se observa que la actora haya consignado dentro de su pretensiones lo concerniente a dicho reembolso, sino que únicamente pidió que se amparara su derecho fundamental de petición; y, en consecuencia, que se ordenara a las accionadas resolver de fondo su solicitud en ese sentido. De acuerdo con ello, la funcionaria de instancia luego de verificar que en efecto se quebrantó esa garantía constitucional accedió a lo pedido.

Ahora, no obstante no haberse solicitado en la demanda el citado reembolso, debe decir la Sala que según lo ha establecido la H. Corte Constitucional en diversos pronunciamientos, por regla general la acción de tutela no es procedente para ventilar ese tipo de solicitudes, aunque también se ha dicho que de manera excepcional, cuando la entidad ha propiciado la vulneración de derechos puede abrirse paso a dicha protección.

Sobre el particular, en la sentencia T-091/11 se precisó:

“[…]8. Este Tribunal Constitucional ha indicado, de manera general, que en principio, la acción de tutela es improcedente para obtener el reembolso de gastos médicos, por las siguientes razones: La presunta afectación o amenaza del derecho fundamental a la salud en la que pudo incurrir la E.P.S., se entiende superada con la prestación del mismo. Además, el hecho que el ordenamiento jurídico tiene previstos otros mecanismos de defensa judicial a los que puede acudir el usuario para obtener el reembolso de los gastos médicos en que pudo incurrir y respecto de los cuales considera que legalmente no está obligado a asumir. 

Empero, se presentan circunstancias especiales que ameritan la intervención del juez constitucional, como lo ha reconocido la jurisprudencia de esta Corte, cuando se evidencia el desconocimiento flagrante de los contenidos del Plan Obligatorio de Salud por parte de las E.P.S.,  tratándose del Sistema General de Seguridad Social en Salud.  Desde esta perspectiva, de la jurisprudencia de esta Corporación se desprende que el amparo de tutela es procedente, de manera excepcional, para obtener el rembolso del dinero pagado por servicios de salud no suministrados al paciente por parte de la E.P.S, en los siguientes casos: (i) cuando la entidad que tiene a cargo dicha prestación se niega a proporcionarlo, sin justificación legal y; (ii) existe orden del médico tratante que sugiere su suministro […]” –negrillas de la Sala-
De igual forma debe recordarse que por vía jurisprudencial
 se ha determinado que si bien en principio el servicio de transporte es una carga que debe asumir el paciente y su familia, el juez de tutela con el fin de materializar la protección de los derechos a la vida y a la salud, cuando esté probada la falta de recursos económicos, puede hacer recaer dicha obligación en la entidad prestadora del servicio. Al respecto en sentencia T-206/13 se indicó: 

“[…]6.2.  Sobre este tema, la Corte Constitucional ha sostenido que, aunque el transporte y el hospedaje del paciente y su acompañante no constituyen servicios médicos, hay ciertos casos en los cuales el acceso efectivo y real al servicio de salud depende de la ayuda para garantizar el desplazamiento al lugar donde será prestada la atención.

 

Este tribunal ha considerado, a partir del principio de solidaridad sobre el que descansa el derecho a la seguridad social, que cuando un usuario del Sistema de Salud es remitido a un lugar diferente al de su residencia para recibir la atención médica prescrita por su galeno tratante, debido a que su EPS no cuenta con disponibilidad de servicios en el lugar de afiliación, los gastos que se originen por el transporte y la estadía deben ser asumidos por el paciente o su familia.       

 

No obstante, se ha establecido como excepción a la anterior regla el caso de los usuarios que son remitidos a un municipio diferente al de su residencia, pero ni ellos ni su familia cuentan con la capacidad económica para asumir el costo del transporte […]” -negrillas fuera de texto-

En ese orden de ideas, de la situación puesta de presente por la accionante no se deducen los presupuestos básicos necesarios para que de manera excepcional pueda concederse su pretensión de reembolso, puesto que: (i) no se probó que la accionante en efecto no contara con los recursos económicos para asumir el costo de traslado a la ciudad de Cali, y que con fundamento en ello previo a la fecha de la cita haya solicitado a la entidad la suma correspondiente, y ésta en forma negligente se haya negado a suministrarla; (ii) aunque la actora asegura que lo que recibe como mesada pensional es muy poco, no se aducen argumentos válidos de los que pueda deducirse que por la falta del dinero no reembolsado se afecta el mínimo vital del núcleo familiar, máxime cuando el pago se hizo hace más de ocho meses; y (iii) la reclamación realizada por la actora ante Cosmitet se encuentra en trámite de pago según informó el apoderado de esa IPS.
De conformidad con lo expuesto, no se observa la vulneración de ningún otro derecho fundamental que deba ampararse, por lo que la Sala no accederá a la pretensión invocada por la impugnante, y confirmará la determinación proferida por el juzgado de primer nivel.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencias T-900 y T-567/02, T-099 y T-062/06 
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